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I.- CONTEXTO


Teniendo como mandato el contenido del Acuerdo Décimo Primero tomado durante la XXVIII Reunión Ordinaria de la Conferencia Nacional de Gobernadores, en el sentido de (I) delinear, con una visión integral, un nuevo enfoque que contemple fórmulas y estrategias novedosas en las que participen, de manera coordinada, todas las instancias de gobierno involucradas, a efecto de atacar de raíz el problema del crimen organizado y narcotráfico, en especial, el combate al narcomenudeo, sin dejar de lado los temas de salud, rehabilitación social, economía, entre otros; (II) retomar el planteamiento ya formulado al Procurador General de la República de concebir, en el corto plazo, un proyecto de desconcentración de la Subprocuraduría de Investigación Especializada en Delincuencia Organizada; (III) considerar que el combate al crimen requiere además de recursos financieros, actuar con sentido estratégico y profundidad, con fórmulas efectivas y pertinentes, todo ello con base en el arreglo institucional y la distribución de competencias; (IV) en virtud de las recientes reformas que establecen una nueva distribución de competencias entre la Federación y las Entidades Federativas en materia de combate al narcomenudeo, la CONAGO solicita al Gobierno Federal destine mayores recursos económicos a los Estados, a fin de que puedan asumir el costo que ello generará; (V) contemplar acciones de capacitación, profesionalización y adiestramiento de los servidores públicos estatales que asumirán de forma directa el combate al crimen organizado y al narcomenudeo; se presenta una propuesta de SISTEMA INTEGRAL DE COMBATE AL CRIMEN ORGANIZADO.

En México el tema de seguridad ha tomado un lugar prioritario en las agendas de gobierno y sociedad, sin embargo; las autoridades comprometidas en el ejercicio de las actividades relativas no cuentan con los recursos idóneos que pudieran haber sido destinados para atender la necesidad social al asignarse siempre recursos limitados.

Históricamente, la seguridad pública fue entendida como la preservación del orden público y a nivel internacional, como la creación de condiciones para el impulso de los intereses particulares de cada país.  La seguridad pública también se ha definido como el conjunto de actividades encaminadas a prevenir y disminuir las infracciones y delitos; en este concepto, se incluyen las acciones que realiza el Ministerio Público, a través de la procuración de justicia, y las acciones emprendidas por las autoridades administrativas que tienen a su cargo la readaptación social de los delincuentes y de los menores infractores (sic), así como todas las que realicen directa o indirectamente las dependencias y entidades que deban contribuir a los fines de la seguridad pública. 

Dado el comportamiento criminal y la dinámica del delito, la seguridad pública en la actualidad debe ser entendida como una inversión social y no sólo como un mero servicio público.

En este contexto, la seguridad pública se presenta como un concepto integral, que comprende la prevención del delito; procuración de justicia; administración de justicia; readaptación social; participación ciudadana, información, investigación e inteligencia; análisis legislativo; control de confianza, comunicación social y valores; y, profesionalización donde cada uno de estos subsistemas de la seguridad pública requiere estar en estrecha vinculación o interoperatividad, amen de su autonomía e independencia. 

El objeto primario de los principios de justicia social es la estructura básica de la sociedad, la disposición de las instituciones sociales más importantes en un esquema de cooperación. 

En México, la delincuencia se presenta como un “círculo vicioso”, que se acentúa cuando los delincuentes obtienen mayor rentabilidad en la comisión de ilícitos frente a la ineficiencia del sistema de justicia penal, lo que alienta su comportamiento delictivo ante la impunidad, esto se traduce en una percepción de inseguridad en la sociedad, quienes aplican recursos patrimoniales familiares en la toma de medidas de seguridad, mientras las autoridades implementan acciones tendientes a la prevención y en su caso sanción de delitos, que casi siempre resultan insuficientes o nulas al ser discutidas y objetadas con argumentos legales que no corresponden a la actualidad.

En los últimos años, la violencia y sus consecuencias han cobrado mayor reconocimiento como problema digno de preocupación y acción tanto a nivel nacional como internacional debido al alarmante impacto que 

ha tenido en la calidad de vida de la población, en la salud y en el desarrollo económico de la sociedad en su conjunto.

El crimen organizado, que se manifiesta a través del narcotráfico, operaciones con recursos de procedencia ilícita, falsificación de documentos, doble identidad de delincuentes, secuestros (levantones), homicidios, entre otros; representan una actividad profundamente nociva para la sociedad y el estado. Actividad que debe verse no solo como un problema delictivo contra la salud y la integridad física de las personas, sino como un tema de SEGURIDAD NACIONAL porque afecta, entre otros, la salud pública, la economía, la paz pública, convirtiéndose en una tarea de la más alta prioridad para la nación y las autoridades locales.

Criminales organizados de alto perfil se montaron en la ola de la globalización para expandir sus actividades han aprovechado al máximo la infraestructura tecnológica disponible en el mercado. Las fronteras dejaron de existir para ellos y comenzaron a operar como corporaciones multinacionales. 

Las consecuencias del crimen organizado son, principalmente: violencia y muertes, delitos graves contra la salud, inquietud y angustia comunitaria, tensiones en la relación gubernamental  nacional e internacional, lavado de dinero, narcomenudeo, aumento en las adicciones, contaminación y corrupción en las instituciones públicas y privadas, pérdida de competitividad e inhibición de la inversión productiva, perversión de los valores éticos y de convivencia armónica comunitaria.

La lucha por mercados y territorios de los diversos grupos delictivos han provocado la alarma social. La percepción de inseguridad pública en el país se elevó en gran medida debido a que en zonas críticas, el crimen organizado utiliza como estrategia,  ejecuciones con alto grado de violencia para impactar a la sociedad y a sus adversarios para obtener control territorial.

Una lucha eficiente contra el crimen organizado que garantice la seguridad pública, es posible si existen acuerdos políticos, coordinación y cooperación en los tres niveles de gobierno: local, estatal, federal y en el ámbito internacional, para articular una estrategia común de combate a la inseguridad y la violencia que genera el crimen organizado en toda la República Mexicana.

La problemática delictiva en cada entidad federativa presenta rasgos característicos de la región, siendo en algunos estados más crítica la situación, por los tipos delictivos de alto impacto, los cuales están relacionados con serios problemas del crimen organizado;  en donde resulta necesario considerar determinados aspectos como:

· Alto grado de impunidad. La impunidad es un incentivo para la delincuencia. Los beneficios por delinquir son mayores que los riesgos y esto hace altamente rentable vivir al margen de la ley.

· Delincuentes con fuerte apoyo social. Las bandas del crimen organizado tienen un fuerte soporte social. Los mecanismos que multiplican sus bases están vinculados a ventajas directas o indirectas de la capacidad económica que generan sus estructuras y con ellos “compran” la fidelidad social.

· Criminales organizados con gran poder de intimidación La fuerza de estos grupos está en la intimidación, la cooptación y el control social:

· No está en sus prioridades enfrentar al Estado sino intimidar y/o cooptar a la sociedad y a las autoridades para controlar el territorio e inhibir el poder público.

· Este poder de intimidación fortalece el círculo vicioso fuerza social – impunidad. El resultado es que nadie cree que la situación pueda cambiar, y convivir con el problema resulta lo “menos malo” para los ciudadanos.

· Elevados niveles de violencia. El crimen organizado tiene gran poder de fuego, organización y estructuras de inteligencia y contrainteligencia altamente desarrolladas, lo que genera escenarios muy violentos.

· La violencia se aprovecha de los valores culturales, entre los criminales y en la comunidad existen cultos no convencionales (“Santa Muerte”, Malverde) Los jóvenes de esas comunidades identifican ser “mafioso” como su aspiración futura.

· La violencia se refleja en las condiciones urbanas y en la vida cotidiana (propiedades abandonadas, calles sucias, apatía para emprender negocios). Mucha falta de cumplimiento de ordenamientos de carácter administrativo.

II.- PLAN RECTOR.


2.1.   Definir y establecer un plan estratégico nacional en materia de seguridad pública contemplando políticas integrales en materia de prevención del delito, procuración e impartición de justicia, readaptación social y participación ciudadana.

 2.2.  Impulsar una política integral de combate al crimen organizado con participación de los tres niveles de gobierno.


2.2.1. Abordar los rubros social, económico, de educación y de salud.

2.2.2. Enfrentar al crimen organizado como un fenómeno económico con impacto en el entorno social. 

2.2.3. Hacer un seguimiento del proceso económico que incluya (i) la detección de rutas y su eliminación; (ii) puntos de entrada ilegal de insumos para la producción de drogas sintéticas; (iii) lavado de dinero; y, (iv) retaguardias de impunidad.

2.3.  Evaluar el desempeño de la Subprocuraduría de Investigación Especializada contra la Delincuencia Organizada, así como redefinir la instancia encargada del combate al crimen organizado.
 2.4.   Especificar líneas de acción que permitan acotar la logística criminal. Para establecer una estrategia exitosa de combate al crimen organizado se debe privilegiar el desmantelamiento de la estructura, infraestructura y logística criminal que se encuentran en la cadena delictiva que abarca: producción y/o abasto, transporte, logística y operación, mercadeo, distribución, cobro y lavado de activos a nivel federal, estatal y municipal; estudio que se realizará mediante la implementación de mapas criminológicos. 

 2.5.  Definir políticas criminales que permitan potenciar los procesos transversales y transexenales para combatir los factores que generen la violencia y corrupción.

· Inteligencia- Investigación- Operación policial

· Procuración de justicia- administración de justicia

· Ejecución de penas 

2.6.  Sistematizar todos los procesos relacionados con la investigación, persecución, procesamiento y ejecución de sanciones de los delitos.

2.7. Fortalecer las medidas de combate al crimen organizado a través de una mayor participación de las fuerzas militares en coordinación con las Entidades de mayor problemática delincuencial.

III.- ESTRATEGIAS Y LÍNEAS DE ACCIÓN



3.1. SUBSISTEMA DE PREVENCIÓN DEL DELITO.

La prevención del delito debe garantizar soluciones al delito y a la justicia penal deliberada, objetiva y de fondo; lógicamente no debe limitarse a una simple propuesta de modelos preventivos sino de proponer aquellos que realmente correspondan a nuestra realidad social preventiva y de justicia. Lo anterior implica, también,  evaluar permanentemente el impacto de los programas y acciones que se ejecuten en la prevención del delito.

3.1.1. Prevención y atención de las corporaciones de policía 
· Redefinir el modelo nacional de policía, ya que en la actualidad las que tienen mayor contacto con la sociedad son las corporaciones municipales; sin embargo su estructura no responde a las necesidades actuales. 

· Vincular una coordinación horizontal de las  corporaciones de policía de prevención e investigación de delitos. 

· Diseñar programas que atiendan el deterioro en las formas de relación y convivencia social, la presencia de violencia directa y estructural, la falta de respeto hacia la ley, a las instituciones y entre las personas.

3.1.2. Policía de despliegue nacional.

· Privilegiar la participación de la policía federal con despliegue nacional y facultades de investigación, prevención y apoyo a los Gobiernos de los Estados; cuando así sea solicitado. 

· Desarticular redes delictivas mediante operativos que permanezcan el tiempo necesario.

3.2. SUBSISTEMA DE SEGURIDAD PUBLICA Y PROCURACIÓN DE JUSTICIA.

El crimen organizado atrae el interés de muchos movilizando fuerzas nacionales e internacionales. Son innumerables los congresos, tratados y programas que buscan desentrañar sus características y proponer medidas para eliminarlo o, por lo menos, reducirlo. 

La historia del Ministerio Público  como Institución no está agotada pues se encuentra en constante desarrollo en diversas líneas; debemos buscar que el Ministerio Público sea un efectivo “órgano a la ley, un regulador a la jurisprudencia, un consolador apoyo y defensa de los derechos de las víctimas, un formidable acusador a la delincuencia y una salvaguarda  del interés general; en fin, una suerte de representante al cuerpo entero de la sociedad”.

Para cumplir con su función las instituciones de procuración de justicia deben estructurarse de conformidad con tres principios básicos: (i) independencia, (ii) eficiencia y (iii) accesibilidad.

Garantizar la seguridad pública es mandato constitucional y corresponde tanto a la Federación como a los Estados y los Municipios su debida vigilancia; por  tanto, la seguridad pública debe estar encaminada a impulsar una aproximación de la tarea policial con la sociedad. Solamente consolidando el esfuerzo de estos rubros se puede aspirar al éxito.

3.2.1. Persecución de delitos y delincuentes.

· Desvincular la institución del Ministerio Publico del Poder Ejecutivo, como órgano constitucional autónomo.

· Combatir y erradicar la complicidad pasiva o tolerante de la sociedad, particularmente en el tema de lavado de dinero de procedencia ilícita.

· Revisar el procedimiento sistemático de operación a nivel nacional para los C-4, privilegiando la confidencialidad de la información.

· Replantear los mecanismos de regulación, operación y supervisión a las empresas encargadas de prestar servicios privados de seguridad.

3.2.2. Infraestructura y equipo.

· Eficientar los mecanismos de adquisición de tecnología, compartiendo las diversas experiencias en esta materia.

· Verificar existencia de equipo en las regiones generar acciones para que sean compartidos y homologados.

3.2.3. Recursos financieros.

· Definir un marco de operación federación-estado-municipio que garantice que la aplicación de recursos financieros a los programas en materia de seguridad para que éstos puedan desempeñarse con eficacia y, sobre todo, con la capacidad de generar bienestar a la ciudadanía.

· Implementar mecanismos que permitan la autonomía presupuestal necesaria para la debida operación y funcionamiento de las instancias que lo integran.

· Analizar los esquemas de aplicación de gasto corriente en los Estados para que pueda ser objeto de dos vertientes:

· Incrementarse en materia de seguridad publica y procuración de justicia.

· Implementar mecanismos de operación y aplicación ágiles y sin trámites burocráticos.

3.2.4. Atención a víctimas de delito.

· Crear o fortalecer centros de atención, protección y ayuda a las víctimas u ofendidos del delito.

3.3. SUBSISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.

Las instituciones encargadas de administrar justicia, llamadas instituciones jurisdiccionales, tienen un papel fundamental dentro del sistema integral pues al proveer de medios para la resolución de conflictos derivados de la interacción social, ésta institución cumple con la función de canalizar o desplazar los conflictos sociales que pudieran convertirse en problemas de tipo político.

Para cumplir con su función las instituciones de administración de justicia deben estructurarse de conformidad con tres principios básicos: (i) independencia, (ii) eficiencia y (iii) accesibilidad.

3.3.1. Infraestructura y equipo.

· Eficientar los mecanismos de adquisición de tecnología, compartiendo las diversas experiencias en esta materia.

· Verificar existencia de equipo en las regiones, generar acciones para que sean compartidos y homologados.

3.3.2. Recursos financieros.

· Implementar mecanismos que permitan la autonomía presupuestal necesaria para la debida operación y funcionamiento.

3.3.4. Procesamiento e integración de expedientes judiciales

· Implementar mecanismos de seguimiento nacional a los asuntos en una forma intra e interinstitucional. 

3.4. SUBSISTEMA DE READAPTACIÓN SOCIAL.

A través de un eficaz programa de readaptación social  visualizar la problemática penitenciaria, sus causas, orígenes y acciones de soluciones con una óptica readaptatoria y resocializadora no represiva y de atención, en donde se cumpla con el  propósito de lograr la readaptación social del delincuente, mediante la ejecución de acciones educativas, laborales y de capacitación para el trabajo, así como el desarrollo de actividades culturales, deportivas y recreativas, a fin de reincorporarlos, efectivamente readaptados, a la comunidad libre y socialmente productiva.

3.4.1. Sistema penitenciario.

· Desarrollar bases de datos de información referentes a los internos, sus visitas y representantes legales.

· Implementar mecanismos para la eficaz distribución de la población que se encuentra en los centros y definición de un programa de despresurización en los mismos.

· Apertura de espacios idóneos para los adolescentes infractores.

· Generalizar en los centros penitenciarios, federales y locales, la instalación de bloqueadores de señal de telefonía celular.

· Incrementar la instrumentación de convenios con las empresas telefónicas que las llamadas de teléfonos públicos instalados al interior de los centros adviertan a las personas que reciben la llamada, mediante grabaciones, el origen de la llamada.

· Aprobar un nuevo eje rector en el pleno del Consejo Nacional de Seguridad Pública para organizar el trabajo penitenciario.

· Impulsar una reforma al sistema penitenciario que incluya la revisión del Socorro de Ley para su eventual incremento; así como, la creación de fuentes de financiamiento alterno.

· Incorporar al sistema penitenciario tecnología para reforzar las medidas de seguridad.

· Fortalecer y renovar la infraestructura penitenciaria, la construcción de nuevos centros de reclusión bajo un mismo modelo a nivel nacional.

· Fortalecer las estructuras orgánicas en materia de readaptación social, homologándolas con un nivel superior, con la finalidad de dotar de un específico y más eficiente nivel de atención a la problemática penitenciaria, ubicándola en otro nivel de acuerdos.


3.5. SUBSISTEMA DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA.

La seguridad pública no se concibe en un estado democrático sin la participación ciudadana, porque su eficacia depende de la actuación corresponsable de gobierno y sociedad. 

Esta es la mejor vía para erradicar la corrupción y la impunidad, para acabar con la violación de los derechos fundamentales, fomentar la calidad de los servicios públicos y garantizar el respeto del marco legal que nos hemos dado como sociedad.

3.5.1.  Marco general.

· Implementar mecanismos para que el Estado y la comunidad compartan la responsabilidad en diversos aspectos de la prevención del delito y la violencia, fomentando la  participación activa y responsable de la comunidad para definir los problemas y elaborar soluciones a nivel local y nacional.

· Poner en marcha consejos de participación ciudadana que participen realmente dentro de las instituciones y no solo de membrete.

· Impulsar la denuncia anónima ciudadana 089

· Crear el observatorio ciudadano del delito en todas las entidades, como un organismo de la sociedad civil; encargados de realizar encuestas victimologicas y evaluaciones de las políticas de gobierno en materia de seguridad.

· Recuperar la confianza de la sociedad combinando eficacia en el uso legítimo de la fuerza, buena conducta de las policías, respeto a los derechos humanos y comunicación permanente.

3.6. SUBSISTEMA DE INFORMACIÓN, INVESTIGACIÓN E INTELIGENCIA.

Tradicionalmente los esquemas de inteligencia están diseñados para informar y en eventualidades tomar decisiones concretas, en materia de seguridad las decisiones y las acciones son prioridad por tanto es necesario transformar los ciclos actuales de inteligencia hacia espirales que lleven a acciones concretas.

3.6.1. Coordinación intra, inter y supra interinstitucional 

· Privilegiar la participación de la policía federal con despliegue nacional y facultades de investigación, prevención y apoyo a los Gobiernos de los Estados; cuando así sea solicitado.

· Desconcentrar regionalmente los servicios de la Subprocuraduría Especializada contra la   Delincuencia Organizada.

· Determinar tiempos efectivos de respuesta para que un asunto que sea atraído por la Federación no tenga que pasar varios días para ser atendido.

· Instrumentar una estrategia de atención integral al fenómeno delictivo a nivel nacional con el fin de atender los delitos de mayor incidencia e impacto social, con la participación de los tres niveles de gobierno. 

· Posibilitar a las autoridades estatales para coadyuvar en las investigaciones que realice la autoridad federal al atraer un asunto estatal. 

· Reforzar el control en las fronteras mediante una acción conjunta en puertos y aeropuertos.

· Establecer la obligación legal para que las plantas automotrices tengan la obligación de instalar, de fábrica, el sistema de localización satelital.

· Establecer que los retratos hablados y los registros fotográficos de los detenidos especifiquen la modalidad delictiva por la que son investigados.

3.6.2 Control de la logística criminal.

· Combatir la logística criminal, los instrumentos y apoyos con que cuentan las organizaciones criminales para su operación.

· Comenzar una revisión y actualización de los registros y control para evitar que los delincuentes puedan adquirir, rentar y vender vehículos terrestres, marítimos y aéreos; así como, todo tipo de inmuebles y equipo de comunicación.

3.6.3. Bases de datos.

· Consolidar las bases de datos y accesos en línea para consultas, adoptando el sistema AFINET y eliminando los rezagos de suministro de información al Sistema Nacional de Seguridad Pública.

· Compartir la información con criterios únicos de seguridad y valor sustancial para la investigación.

3.6.4. INTELIGENCIA

· Aprovechar la tecnología existente para diseñar las redes de vínculos sobre el narcomenudeo, con la información que actualmente monopoliza la Federación.

· Crear Centros  de  Inteligencia Regional (Unidades Mixtas de Inteligencia Regional)

· Elaborar un diagnóstico por entidad, que incluya la problemática particular más relevante y poder definir estrategias de acción.

· Instalar cámaras de video en las casetas de peaje y cualquier otro punto estratégico de transito de personas o vehículos.

3.6.5. Desmontar las retaguardias de impunidad

· Desmontar las retaguardias de impunidad como estrategia principal de nuevo enfoque de combate al crimen organizado; entendiéndolas como aquellos lugares que utiliza la delincuencia organizada para replegarse, es dónde los capos colocan sus bases de operaciones, allí hay bodegas de droga, contrabando,  incluso víctimas de secuestro. 

· Reestablecer la autoridad de los tres niveles de gobierno en esas zonas de manera permanente. 


3.7. SUBSISTEMA DE ANÁLISIS LEGISLATIVO.

En los acuerdos nacionales tienen que contemplarse las reformas que sean necesarias ya que de lo contrario se genera un clima de descontrol y diversidad en la legislación.

3.7.1 Marco general.

· Impulsar la figura de “Jueces sin Rostro” para aquéllos que conozcan de los asuntos relacionados con la delincuencia organizada.

· Garantizar la implementación de Juicios Orales con pleno respeto a las garantías constitucionales cuando se trate, especialmente de la delincuencia organizada o cuando se encuentren involucrados servidores públicos en funciones o exfuncionarios. 

· Incluir en los acuerdos nacionales las reformas estatales necesarias para el combate a la delincuencia organizada. 

· Ampliar las funciones concedidas a los Estados en materia de competencia concurrente para el combate a la delincuencia organizada y el narcomenudeo; previa la creación de las condiciones de infraestructura, capacitación, profesionalización y financieras que permitan su eficaz combate.

· Facultar a las autoridades estatales y municipales para que puedan realizar seguimientos en ámbitos territoriales distintos a su jurisdicción, en los términos de los convenios de colaboración existentes.

· Ampliar o modificar  los conceptos actuales de flagrancia y prescripción.

· Legislar tanto en la Federación como en los Estados la obligación a los particulares de suministrar a las autoridades la información sobre toda adquisición o servicio prestado cuyo pago en efectivo los $ 80,000.00 M.N.

· Legislar sobre las recomendaciones internacionales para establecer controles sobre profesiones y empresas no financieras que se encuentren apoyando el blanqueo de capitales (joyería, venta de automóviles, inmobiliarias, notarios, abogados, fiduciarias, contadores, escuelas privadas, etc.)

· Legislar sobre la regulación de empresas de seguridad privada que se encuentren en los estados.

· Promover la reforma a la Ley de Amparo que permita que el Ministerio Público del Fuero Local interponga el Juicio de Amparo en contra de las resoluciones de los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados y de revisión contra las resoluciones de los Tribunales Federales.

· Revisar las legislaciones estatales para identificar las divergencias en cuanto a las sanciones y el tratamiento de los delitos de mayor comisión en el país; así como, las leyes federales en particular la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos con el propósito de agilizar los trámites de licencias colectivas, liberación de armamento y equipo.

· Crear la norma legal que obligue a las empresas de telefonía celular para que la venta de aparatos telefónicos se condicione a registrar de manera fidedigna los datos del comprador; y en caso de que éste lo transfiera lo informe a la empresa y ésta a su vez, lo registre en su base de datos.

· Promover ante la autoridad competente (COFETEL) una reforma que limite la venta de aparatos telefónicos y de tarjetas de memoria, sin la debida identificación del propietarios.

· Promover la obligatoriedad de las empresas y/o particulares de arrendamiento y bienes raíces para que registren de manera fidedigna los datos del arrendatario y en su caso, informe al ministerio publico de carácter inmediato la información solicitada.

· Permitir la detención del autor del delito, sin importar si existe flagrancia o caso urgente, si se trata de delito grave.

· Introducir la figura legal que autorice a las Procuradurías Generales de Justicia simular conductas delictivas para favorecer la investigación.

· Introducir la figura legal de sanción disminuida para primodelincuentes que reconozcan su participación  en el delito, ya sea ante el Ministerio Público o el Juez.

· Introducir la figura de la secrecía de los domicilios y números telefónicos particulares de las víctimas, testigos de delitos graves y policías remitentes.

· Promover la obligatoriedad del Sistema de Administración Tributaria, de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, Comisión Federal de Telecomunicaciones, del Instituto Federal Electoral para que en caso debidamente justificado, a través de mecanismos ágiles que se proporcione la información que requiera el Ministerio Público. 

· Impulsar la reforma y/o modificación del artículo 117 de la Ley de Instituciones de Crédito con el fin de agilizar la investigación facilitando al Ministerio Publico y no solo a los Subprocuradores a solicitar información. 

· Impulsar una reforma integral en materia de sistema penitenciario, tendiente a homologar procedimientos que incluya la revisión al capitulo de delitos graves de los códigos penales.

· Reformar la Ley de Ejecución de Sanciones Penales para prohibir la circulación de efectivo, droga, uso de telefonía celular, así como implementar la tecnología necesaria para su atención en los centros de reclusión.

· Revisar las sanciones por arma de fuego y, en su caso, actualizarlas u homologarlas.

· Regular el delito emergente, para posibilitar que todos aquellos que participen en un ilícito, se les pueda sancionar por la conducta delictiva que haya cometido alguno de ellos, de otra manera, las personas que delinquen en grupo no son sancionadas por el delito que haya cometido su coautor.

· Regular lo relativo a la rehabilitación de adictos.

· Establecer la obligatoriedad para que las agencias arrendadoras cuenten con registros.


3.8. SUBSISTEMA DE CONTROL DE CONFIANZA.

Como parte estructural dentro de las instancias que integran el Sistema Integral de Seguridad Pública es imperioso implementar mecanismos de control de confianza que garantice contar con los mejores elementos. Debemos descontaminar y blindar las instituciones.

3.8.1 Marco general.

· Establecer la obligatoriedad de aplicar esquemas de control de confianza, como mecanismo de ingreso y permanencia, en todas las áreas de seguridad, procuración y administración de justicia y de readaptación social, fijando estándares nacionales y generales para su implementación, definiendo criterios por nivel de responsabilidad.

· Crear las condiciones para que los esquemas de control de confianza aplicados en los estados sea válido en la Federación y viceversa.

· Actualizar los registros estatales de personal de seguridad pública.

· La Secretaría de Seguridad Pública Federal instrumentará un registro nacional de personas con antecedentes penales.


3.9. SUBSISTEMA DE COMUNICACIÓN SOCIAL Y VALORES.

Es menester vincular nuestra actividad con la sociedad para transmitir la verdad histórica y la necesidad de transmisión de valores al mismo tiempo.

3.9.1 Marco general.

· Fomentar la cultura de la legalidad

· Reevaluar la política del silencio mediático.  El sigilo de la investigación funciona muchas veces para los delincuentes  del orden común, pero ante las organizaciones el hecho de que su rostro y nombre estén señalados, los pueden llevar a cometer más errores que se pueden aprovechar para su captura.

· Implementar una estrategia para el tratamiento objetivo de la información  de la llamada “nota roja”, no quitar ni poner palabras que deformen los hechos, mucho menos ocultarlos.

· Definir un manual de comunicación para los casos relacionados con la procuración y administración de justicia tratándose de asuntos relacionados con la delincuencia organizada y el narcomenudeo.

· Contar con un vocero único especializado en cada gobierno estatal, que previo acuerdo con la oficina responsable de comunicación social de la oficina del Titular del Poder Ejecutivo, Federal o Local, emita boletines informativos relativos al tema de seguridad.

· Elaborar una estrategia conjunta que garantice la difusión oportuna de los resultados y avances en los operativos y logre mantener debidamente informada a la población.

· Diseñar estrategias de promoción de la denuncia ciudadana.

3.10. SUBSISTEMA DE PROFESIONALIZACIÓN

La calidad en el combate al crimen organizado requiere de personal capacitado bajo estrictas reglas de profesionalización. Elevar el nivel académico y mantenerlo debe ser tarea prioritaria en los ejes del sistema integral de seguridad pública.

3.10.1 Marco general.

· Establecer un sistema de capacitación obligatorio que cuente con mecanismos de evaluación del desempeño y que permita a los servidores públicos estar a la vanguardia del conocimiento de las técnicas y procesos especializados acordes al campo de actividad.

· Analizar el funcionamiento y operación de las academias regionales y determinar su vigencia en actividades de formación profesional acordes a la región donde se encuentren; en caso de ser necesario, promover la aplicación de recursos federales adicionales.

· Disponer de un espacio de apoyo psicológico para servidores públicos que muestren trastornos que afecten su rendimiento laboral.

V.- FASES DEL PLAN RECTOR

FASE 1

1. Componentes políticos. Asegurar la coordinación de las autoridades federales, estatales y municipales (e internacionales) y lograr cambios legales y/o institucionales necesarios para hacer efectiva la labor policial y judicial.

a. Desarrollando estrategias de tipo político – social en zonas criticas.

2. Componentes de intervención policial y judicial: generar confianza en la población mediante capturas y juicios ejemplares para reconstruir la relación policía – comunidad (se debe asegurar el buen trato a la sociedad, mediante un código de conducta y un mayor acercamiento de la policía con la gente).

3. Componente mediático de guerra sicológica: mensajes en medios impresos y medios de comunicación para reforzar la intervención policíaca, ganar la confianza de la población y desmoralizar a los delincuentes.

FASE 2

1. Componente policial a mediano y largo plazo: depurar y sistematizar el funcionamiento de los cuerpos policíacos locales, e introducir la  “policía de barrio”, como sistema de trabajo, utilizando como base soporte de bases de datos y sistemas computacionales.

2. Componentes sociales urbano y rural: hacer contrapeso al operativo policial adoptando criterios estratégicos y proyectos sociales urbanos y rurales que motiven a los habitantes y reestablezcan los lazos comunitarios.

3. Participación ciudadana: movilizar a los ciudadanos para que recuperen los espacios públicos, participando en las obras sociales y dando apoyo activo mediante la denuncia, vigilancia y ciudadano de la comunidad.

4. Componente educativo: lograr que la gente retome los valores cívicos y la cultura de legalidad.

5. Componente mediático: apoyar y multiplicar el efecto del componente educativo para impulsar el cambio cultural y evitar la reproducción del fenómeno de la violencia.

VI.- MECANISMOS DE IMPLEMENTACIÓN.

Se sugiere el siguiente esquema de trabajo.-

1. Coordinación Directiva. Encabezada por las instancias que determine el Ejecutivo Federal y los Gobernadores de los Estados que deseen sumarse a estas acciones, designando un estado responsable.

2. Coordinación Operativa. Que desarrolle actividades de seguimiento y vigilancia en el cumplimiento de las acciones contenidas en este documento. Se sugiere designar un líder por entidad para fungir como responsable de su implementación.
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